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FALLO

En el recurso de amparo núm. 1.183/90, promovido
por doña Concepción Herráez Valle, representada por

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucioAal, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado.
Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del

Estado».
Dada en Madrid, a veintidós de marzo de mil nove­

cientos noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y
Bravo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmado y rubricado.

1. Antecedentes

el Procurador don Luis María Rodríguez Chappory y
defendida por el Abogado don Federico Acaso Deltell,
contra la Sentencia emitida por la Audiencia Provincial
(Sección Tercera) de Madrid, de 24 de marzo de 1990
(r. 216-88), y contra la dictada por el Juzgado de Distrito
núm. 16 (hoy Primera Instancia núm. 48) de la capital,
de 24 de mayo de 1988 (a. 393-87). así como contra
la providencia de 28 de octubre de 1987 de dicho Juz­
gado, que acordó la citación por edictos a la actora.

Ha comparecido doña Ascensión Sáez Garrido, repre­
sentada por el Procurador don Juan Luis Pérez-Mulet
y Suárez y defendida por el Abogado don César Gil Lama­
tao Ha intervenido el Ministerio Fiscal. y ha sido Ponente
el Magistrado don Pedro Cruz Villalón, quien expresa
el parecer de la Sala.

1. Mediante escrito presentado en el Registro de
este Tribunal el 11 de mayo de 1990 se interpuso el
recurso de amparo de referencia, solicitando la anulación
de las Sentencias impugnadas, así como de la provi­
dencia que acordó la citación por medio de edictos de
la señora Herráez Valle, por vulnerar el arto 24.1 C.E.,
y que se repusieran las actuaciones desde dicho empla­
zamiento.

2. La demanda de amparo nace de los siguientes
hechos:

a) La señora Herráez Valle es inquilina de una vivien­
da, situada en la plaza de Redondela, 3, 1.0 4, de Madrid,
en virtud de contrato verbal de arrendamiento suscrito
con doña Ascensión Sáez Garrido, propietaria de dicha
finca. En febrero de 1986 la propietaria le requirió,
mediante carta enviada por conducto notarial, denegán­
dole la prórroga del contrato por necesitar la vivienda
para una hija suya. El requerimiento fue dirigido al bar
«Los Charros», sito en la calle de Melchor Fernández
Almagro, 138 (hoy 78), que es el bar de que era y es
titular la señora Herráez. Posteriormente fue citada a
un acto de conciliación, con resultado infructuoso, reci­
bido en la vivienda de la plaza de Redondela.

b) La demanda de amparo afirma que la actora nada
más supo del asunto ni volvió a recibir cédula de clase
alguna ni fue llamada a ninguna diligencia, abonando
desde entonces la renta en forma ininterrumpida todos
los meses, mediante pago efectuado directamente a la
propietaria.

c) A mediados del mes de abril de 1990 recibió
un telegrama de la Audiencia, requiriendo su presencia
para practicar la diligencia, que consistía en la notifi­
cación de la Sentencia ahora impugnada. En las actua­
ciones consta, por aviso de recibo de correo certificado,
que la cédula de citación le fue entregada a la señora
Herráez en el domicilio arrendado.

d) La Sentencia de la Audiencia revocó la dictada
por el Juzgado, y estimando la demanda que había dedu­
cido en 1987 la propietaria de la vivienda, resolvió el
contrato de arrendamiento- y ordenó el desalojo de la
señora Herráez de su domicilio. La Sentencia se funda
en que ha quedado acreditada la necesidad del uso de
la vivienda por parte de la propietaria, dado el matrimonio
de su hija y sus circunstancias laborales.

e) En los autos del juicio de cognición aparece que
el emplazamiento a la demandada por parte del Juzgado
se produjo mediante carta certificada enviada por correo,
dirigida a las señas de la vivienda litigiosa, que fue devuel­
ta por la causa «se ausentó sin dejar otras señas». Tras
manifestar la parte demandante que desconocía otro
domicilio de la demandada, el Juzgado acordó el 28

EN NOMBRE DEL REY

SENTENCIA
la siguiente

podría ser declarado responsable igualmente el propio
Ministerio citado. Pero es del todo punto inexcusable
que este Ministerio debió haber sido expresamente
demandado en su momento oportuno, sin que pueda
aceptarse el razonamiento del recurrente de que habría
tenido que ser el propio Juez el que de oficio hubiera
ampliado la demanda al citado Ministerio, pues cons­
tituye una carga procesal del demandante la de deter­
minar la legitimación pasiva de la parte demandada, por
lo que corresponde sólo al demandante la determinación
de los sujetos frente a los que dirige su demanda y no
es, desde luego, función del órgano judicial suplir la
voluntad de aquél en cuanto a la configuración de la
relación procesal, ya que también en el proceso de tra­
bajo rigen los principios dispositivo y de aportación de
parte.

El Tribunal Superior de Justicia de Madrid advirtió,
así pues, la caducidad de la acción de manera motivada
y razonada, al diferenciar estos dos momentos y deducir
que el actor no reaccionó frente al despido a su debido
tiempo -es decir en el término de veinte días a partir
de la comunicación del acto extintivo de su contrato
de trabajo, la cual se produjo el 5 de enero de 1988-,
ante el Ministerio de Economía y Hacienda, por lo que
la demanda posteriormente interpuesta contra él ado­
lecía del vicio de caducidad.

Todo ello nos conduce a determinar que en la Sen­
tencia impugnada no se produjo la infracción del arto
24.1 C.E. que denuncia el demandante, por lo que debe
ser desestimado este recurso de amparo.

10685 Sala Primera. Sentencia 102/1993, de 22 de
marzo. Recurso de amparo 1.183/1990. Con­
tra Sentencia de la Audiencia Provincial de
Madrid, revocatoria de la dictada por el Juz­
gado de Distrito número 16 de la capital. así
como· contra providencia de dicho Juzgado
que acordó la citación por edictos. Vulnera­
ción del derecho a la tutela judicial efectiva:
Indefensión causada por citación edictal.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González-Regueral,
don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente Gimeno
Sendra, don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villalón, Magistrados, ha pronunciado
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de octubre de 1987 su emplazamiento mediante edictos,
a publicar en el «Boletín Oficial de la Comunidad de
Madrid».

La demanda de amparo afirma que la señora Herráez
vivía en aquel entonces, y sigue v~viendo hoy, en la vivien­
da arrendada. Y añade que la afirmación de la propietaria
de que no conocía otro domicilio era incierta.

3. La demandante de amparo alega que la actuación
judicial le ha causado indefensión, contraria al arto 24.1
C.E. (STC 36/1987 y 233/1988). No se dan ninguno
de los dos supuestos que. de acuerdo con el arto 269
L.E.C., permitiría la citación por edictos. Cuando el Juz­
gado de Distrito recibió la primera cédula devuelta por
el servicio de correos no efectuó acción alguna y accedió
sin recabar más información al emplazamiento por
edictos.

4. La Sección Segunda. tras requerir atentamente
a los órganos judiciales la remisión de testirnonio de
las actuaciones ex art. 88 LOTC el 31 de may'o de 1990,
acordó la admisión del recurso, mediante providencia
de 18 de julio de 1990.

El 2 de octubre de 1990 se personó, en concepto
de recurrida. doña Ascensión Sáez Garrido. Por provi­
dencia de 15 de octubre se la tuvo por personada y
parte, y se abrió trámite de alegaciones a tenor de lo
dispuesto en el art. 52 LOTC.

5. La parte recurrente, mediante escrito presentado
el 19 de octubre de 1990. formuló alegaciones en favor
de su demanda de amparo. reiterando los hechos y fun­
damentos expuestos en ella. y manifestando la conve­
niimcia de requerir a la propietaria para Que manifestara
la forma en que venía efectuándose la cobranza de la
renta. para acreditar que sabía el paradero. otra direc­
ción. de la señora Herráez. el cual ocultó malintencio­
nadamente al Juzgado para lograr sus objetivos pro­
cesales.

El Fiscal evacuó su informe el 3 de noviembre de
1990, interesando la estimación del amparo. por vulnerar
las resoluciones impugnadas el derecho fundamental a
la tutela judicial del arto 24 C.E. Tras recordar la doctrina
reiterada del Tribunal respecto a los actos de comuni­
cación en el proceso. que exige del órgano judicial un
deber de colaboración y esmero en el cumplimiento
minucioso de los requisitos legales para su completa
efectividad. tras haber agotado las modalidades legales
que contemplan los arts. 266 y 268 L.E.C.• añade que
el órgano judicial no agotó en este caso las posibilidades
legales. Su actuación no es conforme con la normativa
procesal. que ordena hacer una segunda notificación por
cédula, y acudió directamente al emplazamiento por
edictos. Añade que en las actuaciones judiciales cons­
taban dos domicilios de la demandada. por lo que pudo
conocer sin la menor dificultad. desplegando una sencilla
actividad. su segundo domicilio, asegurando su posibi­
lidad de acceder al proceso. Por ambas razones la colocó
en una situación de indefensión, incompatible con
el arto 24 C.E.

La representación de la señora Sáez Garrido formuló
alegaciones el siguiente 8 de noviembre de 1990, opo­
niéndose al amparo pretendido. Tras puntualizar distintos
aspectos de las relaciones existentes entre las partes,
y rechazar las gratuitas afirmaciones realizadas por la
demandante, razona que las actuaciones de los Tribu­
nales civiles han sido realizadas en debida forma. Añade
que lo que OCurre es que la inquilina mantiene el arren­
damiento por el escaso importe de la renta, viviendo
y residiendo habitualmente en otro domicilio. y de ahí
las afirmaciones de los vecinos puestas de manifiesto
en la diligencia negativa de emplazamiento. clara con­
secuencia de la falta de ocupación real y continua de

la vivienda. La diligencia de notificación cumplió con
escrupulosidad lo marcado por el arto 261 L.E.C.; al que­
dar de manifiesto que la demandada no vivía en el domi­
cilio arrendado, procedía la citación por edictos. El recur­
so de amparo tan sólo sirve para dilatar la efectividad
de la Sentencia de desahucio.

6. Por providencia del 15 de marzo de 1993 se
acordó fijar para la deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 22 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

Unico.-En el presente recurso de amparo se impug­
nan las Sentencias pronunciadas po~ Tribunales del
orden civil. que declararon resuelto el contrato de arren­
damiento de una vivienda a instancias de su propietaria,
tras sustanciar el correspondiente proceso de desahucio.
En él no compareció la arrendataria de la vivienda, quien
había sido citada mediante edictos después de que su
emplazamiento, realizado mediante telegrama, resultase
infructuoso. El funcionario de corr.eos indicó que la des­
tinataria del emplazamiento «se ausentó sin dejar señas».
y el Juzgado, después de que fa propietaria demandante
manifestara que no conocía ningún otro domicilio de
la demandada, procedió directamente a emplazarla
mediante edictos.

No procede entrar a dilucidar si la propietaria conocía
o no la sede del lugar de trabajo de la inquilina, porque
cualquier maquinación fraudulenta de las partes debía
haber sido sometida al correspondiente recurso de revi­
sión. de acuerdo con el art. 1796.4 L.E.C.. y no resulta
imputable al órgano judicial (art. 44.1.b LOTC. y STC
140/1988, fundamento jurídico 1.", y 203/1990, fun­
damento jurídico 1.°). En cualquier caso, este Tribunal
ya ha estimado en el fondo varios recursos de amparo
en supuestos sustancialmente iguales, por vulneración
del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva y
sin indefensión que enuncia el arto 24.1 de la Consti­
tución, en las l?STC 9/1991 y 97/1992. Por lo demás,
no se aprecia falta alguna de diligencia procesal por
parte de la inquilina demandada (SSTC 156/1985,
68/1986 y 48/1990).

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD OUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado y, en consecuencia:

1.° Anular la Sentencia pronunciada por el Juzgado
de Distrito núm. 16 (hoy de Primera Instancia núm. 48)
de la capital. de 24 de mayo de 1988 (a. 393/87) y
la Sentencia emitida por la Audiencia Provincial (Sección
Tercera) de Madrid, de 24 de marzo de 1990 (rollo de
apelación núm. 216-88).

2.° Reponer las actuaciones al momento anterior
al emplazamiento de la demandada.

Publíquese esta sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintidós de marzo de mil nove­
cientos noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmados y rubricados.


